ACCIÓN DE TUTELA DE 2ª INSTANCIA
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ACCIONANTE:    ADMIN. COLOMBIANA DE PENSIONES 
ACCIONADO: JUZGADO PROMISCUO CTO. LA VIRGINIA
DECRETA NULIDAD 

A N° 011

                   El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA / COMPETENCIA / NULIDAD PROCESAL

TUTELA CONTRA PROVIDENCIA – Regla de competencia.
… La Sala no puede pasar por alto que, en punto a la competencia para conocer las acciones de tutela, conforme lo estipula el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, esta se asigna, a prevención, a “los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”.

… A su vez, el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, modificado por el artículo 1º del Decreto 333/21, determinó que, para los efectos señalados en el canon 37 ya enunciado, conocen de la acción de tutela: “[…] los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: […] 5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada. | 6. Las acciones de tutela dirigidas contra los Consejos Seccionales de la Judicatura y las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL
Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Pereira, veintiséis (26) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación N° 219
Hora: 11:15 a.m.

Radicación: 66001318700220240016801
1.- VISTOS 

Se procedería por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por la apoderada de la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, entidad accionante, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, con ocasión de la acción de tutela presentada en contra del JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE LA VIRGINIA (RISARALDA), de no ser porque se advierte un error sustancial en el procedimiento que afecta garantías esenciales.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede sintetizar así: (i) en octubre 16 de 2024 a las 12:37 horas, el juzgado accionado notificó la sentencia de tutela proferida en octubre 10 -radicado 66400318900120240023600-, con la que se ampararon los derechos a la seguridad social y mínimo vital del señor DUVERNEY ZAPATA QUINTERO, en contra de COLPENSIONES y otras entidades; (ii) en octubre 23 de 2024, a las 16:30 horas, la Dirección de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES envió por medio electrónico al correo del juzgado la impugnación del fallo; (iii) mediante auto de octubre 25, el juzgado negó la impugnación porque consideró que fue extemporánea, dado que se remitió fuera del horario laboral del despacho; (iv) en noviembre 12/2024, COLPENSIONES insistió en la impugnación, al considerar que se encontraba dentro de los términos establecidos en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 y conforme a la Ley 2213 de 2022; (v) en proveído de noviembre 13 de 2024, el juzgado reiteró el rechazo de la impugnación.
Solicitó la protección de los derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, debido proceso, derecho de defensa, de contradicción y a la segunda instancia; en consecuencia, se deje sin efecto el auto de octubre 25 de 2024 proferido por el juzgado accionado dentro del caso radicado bajo el número 66400318900120240023600, por ser contraria a la normatividad y la jurisprudencia, y en su lugar, se ordene dar trámite al recurso de impugnación presentado por COLPENSIONES en octubre 23 de 2024.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela -mediante auto de diciembre 20 de 2024-, el despacho de primer nivel dispuso correr traslado al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Risaralda) y vinculó de oficio a: (i) DUVERNEY ZAPATA QUINTERO, accionante en el trámite de tutela cuestionado; (ii) MARÍA LORENA SERNA MONTOYA, Gerente Regional Eje Cafetero de la Nueva EPS, (iii) Dirección de Prestaciones Económicas de la EPS, o quien haga sus veces; (iv) BERNARDO ARMANDO CAMACHO RODRÍGUEZ, agente interventor de la Nueva EPS; y (v) LUZ MARYEN LOZANO ROSAS, a cargo de la Dirección de Medicina Laboral de COLPENSIONES.
3.2.- Frente al traslado de tutela ninguna manifestación se presentó ante el juzgado de primera instancia. Entre las notificaciones surtidas, la cuales se realizaron por correo electrónico de diciembre 20 de 2024, a las 15:51 horas, se destaca la novedad que generó el aplicativo web, puntualmente el aviso que no se pudo entregar el mensaje dirigido a la cuenta prctolavirginia@cendoj.ramajudicial.gov.co, debido a que el mensaje fue bloqueado por una regla de flujo personalizada establecida por el administrador del dominio.

3.3.- Culminado el término constitucional, el juzgado mediante fallo de enero 08 de 2025 negó el amparo de los derechos fundamentales deprecados por la apoderada de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES en contra del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.). 

Para llegar a la anterior determinación, el despacho A-quo argumentó que, según lo probado en el trámite constitucional, la decisión judicial cuestionada atendió las disposiciones del artículo 109 del C.G.P., en tanto que era un hecho claro que, según el Acuerdo CSJRA 15-446 de octubre 02 de 2015, el horario oficial del juzgado es de 07:00 a.m. a 12:00 m., y de 01:00 p.m. a 04:00 p.m., por lo que en efecto se trató de un recurso extemporáneo porque se remitió después del cierre del juzgado el último día de vencimiento del término.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término de ejecutoria, la parte accionante impugnó la sentencia y solicitó que se revoque para, en su lugar, se conceda el amparo de tutela deprecado. 
Al efecto, refirió que, conforme lo establece la Ley 2213 de 2022, el término para la presentación de la impugnación contra el fallo de tutela en asunto objeto de censura, comenzó dos días después de la notificación por mensaje electrónico; en ese contexto, la impugnación alegada se realizó dentro del término legal, pues la notificación se realizó por correo electrónico de octubre 16 de 2024, es decir, se entendió surtida en octubre 18, de manera que el plazo de impugnación transcurrió hasta octubre 16 de 2024, fecha en que la entidad remitió el escrito pertinente. 

La Corte Constitucional reconoce la impugnación como un derecho fundamental y su pretermisión configura una nulidad insaneable. Los plazos definidos legalmente se definen en días y no se pueden condicionar a los horarios de descanso de los despachos judiciales, lo cual vulnera el debido proceso.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
Analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar la impugnación y, en su defecto, la Sala debe pronunciarse acerca de una irregularidad sustancial presentada en desarrollo del trámite adelantado ante el juzgado de primer nivel, dado que no se integró en debida forma el contradictorio; ello, como quiera que se hacía indispensable que todas las partes que tienen algún interés en el asunto fueran atadas al mismo y, de ese modo, permitirles la oportunidad para ejercer los derechos de defensa y contradicción. 

En efecto, el juzgado de primera instancia dispuso correr traslado de la solicitud de tutela invocada por la apoderada general de COLPENSIONES, tanto al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.) como a las partes e intervinientes en la acción constitucional sobre la que versa la controversia planteada.  No obstante, la Sala advierte que el despacho de primer grado no cumplió con la debida y oportuna vinculación del despacho judicial accionado, y emitió su pronunciamiento de fondo sin dar lugar al ejercicio de defensa y contradicción de la contraparte. 
Ello, al ser evidente que el mensaje de datos remitido en diciembre 20 de 2024, mediante el cual se realizó la notificación de la admisión de la tutela, no fue entregado en la dirección electrónica del juzgado, lo cual obedeció al bloqueo de cuenta institucional por periodo de vacancia judicial
, hecho conocido por el despacho cognoscente y, aun así, ninguna gestión adicional se realizó para procurar la efectiva vinculación de la autoridad judicial. Es decir, el juzgado accionado nunca conoció sobre los reproches formulados en su contra en sede constitucional ni tuvo la posibilidad de refutarlos.
Por tanto, queda claro que no se integró el litis consorcio necesario, circunstancia que tiene la entidad suficiente para declarar la nulidad de lo tramitado y ordenar que se rehaga en debida forma la actuación.
La jurisprudencia constitucional ha establecido que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho: 
 “Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.”

Pese a la informalidad de la acción de tutela, es posible que quien a ella acuda no determine con la claridad qué dependencias o entidades son las que afectan sus derechos o tienen obligación en su protección, lo cual exige al juez en sede de tutela a prestar mayor atención, en aras de detectar cualquier falencia y proceder a enderezar el trámite mediante la vinculación de quienes tienen injerencia, como así lo tiene definido la Corte Constitucional:

“Ahora bien, aun cuando en principio es al demandante a quien le corresponde identificar al presunto infractor de sus derechos, la jurisprudencia ha precisado que al juez de tutela le asiste la obligación subsidiaria de integrar de oficio la causa pasiva o el legítimo contradictorio, cuando encuentre que el actor ha citado a quien en realidad no es responsable de la conducta imputada o, en su defecto, cuando observe que no ha referenciado a la totalidad de los sujetos que están involucrados en la amenaza o violación alegada”. 

Con mayor razón entonces, debe procurar especial atención cuando se trata de notificar a la autoridad cuya actuación se cuestiona en la acción tutelar, amén del interés directo que le asiste en el asunto, para garantizarle su derecho de contradicción. Y en este caso específico, es evidente que el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), autoridad que adelantó el proceso constitucional y adoptó las decisiones sobre las que se edifica la presunta vulneración de derechos, nunca fue enterado de la acción de tutela. 
Cuestión final.

La Sala no puede pasar por alto que, en punto a la competencia para conocer las acciones de tutela, conforme lo estipula el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, esta se asigna, a prevención, a “los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la presentación de la solicitud”.
A su vez, el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, modificado por el artículo 1º del Decreto 333/21, determinó que, para los efectos señalados en el canon 37 ya enunciado, conocen de la acción de tutela: “[…] los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: […] 5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada. | 6. Las acciones de tutela dirigidas contra los Consejos Seccionales de la Judicatura y las Comisiones Seccionales de Disciplina Judicial serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial.”
Valga precisar que las reglas de reparto enunciadas fueron establecidas en decretos presidenciales y atienden a la potestad reglamentaria reconocida en la Constitución -Art. 189.11-, preceptos que son del orden público y obligatorio cumplimiento por las autoridades administrativas y judiciales, al tiempo que al Consejo Superior de la Judicatura le asiste la función reglamentaria residual prevista en el artículo 257 Superior, así como a los Consejos Seccionales en el ámbito de sus competencias -art. 82 y 85 Ley 270/96-, la cual se desarrolla con sujeción a la ley y en los asuntos que no cuenten con disposición normativa expresa, circunstancias que obligan a colegir que el Acuerdo
 emitido para la orientación de acciones constitucionales en el periodo de vacancia, en manera alguna, puede estar en contravía a los presupuestos reglamentarios fijados en los Decretos 1069/15 y 333/21, dada la prevalencia de funciones establecidas en el mandato constitucional para el Poder Ejecutivo.

Bajo esos parámetros, resulta innegable que, ante la naturaleza de las pretensiones de la parte actora, la presente acción de tutela deberá ser repartida entre las diferentes Salas Especializadas de esta Corporación, como órgano competente para asumir el conocimiento, circunstancia que no puede dejarse de lado ante la inminente nulidad de todo lo actuado.
Conclusión.

En consecuencia, al no quedar alternativa diferente, se decretará la nulidad de todo lo actuado, inclusive del auto de diciembre 20 de 2024 que admitió y dio trámite al presente asunto, al ser necesario subsanar los yerros advertidos e integrar el contradictorio en los términos indicados. 

Además, dando alcance a los criterios de la jurisprudencia fijada por la Corte Suprema de Justicia que propende por el respeto y trascendencia de las reglas de reparto para determinar la competencia en el conocimiento de acciones de tutela
, se dispondrá remitir a reparto entre las Sala Especializadas de este Tribunal el expediente de tutela para que se asuma el conocimiento del asunto, como quiera que las motivaciones de la solicitud de amparo se dirigen contra decisiones adoptadas en un trámite constitucional por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.).
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala No. 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE DECRETA LA NULIDAD de todo lo actuado, sin perjuicio de las pruebas recaudadas, inclusive desde el auto de diciembre 20 de 2024, mediante el cual se admitió la acción y, en consecuencia, se ordena remitir el expediente de manera inmediata a la Oficina Judicial de esta Seccional para efectos de surtir un nuevo reparto ante las Salas Especializadas de este Tribunal Superior, como autoridad competente de asumir el conocimiento de la presente causa, de conformidad con las razones aducidas en el cuerpo motivo de esta providencia. 
SEGUNDO: Infórmese lo aquí resuelto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

-con salvamento parcial de voto-

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Consejo Superior de la Judicatura, Circular PCSJC24-50 de diciembre 05 de 2024.


� Auto 115A/08


� Auto 257 del 13-Sep-06, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil


� Acuerdo CSJRIA24-141 de noviembre 20 de 2024


� Véase la sentencia C-507-14: “[…] Por su parte la función administrativa reposa fundamentalmente en el Ejecutivo, - Presidente de la República- quien tiene la función de reglamentar la ley (CP., art. 189.11) y de manera residual, accesoria y auxiliar, en otros organismos como lo son los ministerios. Sin embargo, la Carta Política también ha otorgado potestades normativas a otros organismos ajenos a la Rama Ejecutiva del poder público, como es el caso del Consejo Superior de la Judicatura, que lo ejerce al margen del Ejecutivo y a quien le corresponde, dictar los reglamentos necesarios, conforme a la ley. (CP. art. 257).


4.5.4. El mandato constitucional del artículo 257, según el cual: “Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las siguientes funciones: (...) Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los tramites judiciales y administrativos que se adelantes en lo despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador”, contempla claramente una función reglamentaria, que tiene por objeto concretar la aplicación de la ley mediante reglamentos administrativos que coadyuven al funcionamiento eficaz de la administración de justicia, función que debe ser ejercida conforme al mandato legal y en los aspectos no previstos por el legislador.  Además, el mismo artículo 257, en su numeral 4 prescribe la facultad del Consejo Superior de la Judicatura para proponer proyectos de ley, relativos a la administración de justicia y a la expedición de códigos sustantivos y procedimentales, que son competencia del Legislador. 


Cabe resaltar que conforme al artículo 93 de la ley 270 de 1996, de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, sobre el principio de legalidad en los trámites judiciales y administrativos, “La facultad de la Sala Administrativa para regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en ningún caso comprenderá la regulación del ejercicio de las acciones judiciales ni de las etapas del proceso que conforme a los principios de legalidad y del debido proceso corresponden exclusivamente al legislador.”, lo que conlleva a que no es posible la deslegalización de la definición o modificación de las cuantías, cuando ellas sean parte del ejercicio de las acciones judiciales, sus etapas o la definición del juez natural. 


4.5.5. En suma, el Consejo Superior de la Judicatura tiene a su cargo la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, cuando el legislador no haya dispuesto norma directamente aplicable, potestad que dispone un claro desplazamiento de la potestad reglamentaria del Presidente en esta materia y, por consiguiente, de los organismos subordinados de la Administración.”


� Véanse autos APL2059- 2022, ATC535-2023  
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